El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / PAGO DE CRÉDITO MEDIANTE DESCUENTOS A LA PENSIÓN / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / LITIGIO DE CONTENIDO ECONÓMICO Y QUE EXIGE DEBATE PROBATORIO / DEBE TRAMITARSE ANTE LOS JUECES ORDINARIOS.
Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar se suspendan los cobros que se hacen a la mesada pensional de la accionante, con fundamento en un crédito que adquirió del Banco GNB Sudameris, a pesar de que, como lo dice, ya pagó. (…)
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen de relaciones contractuales entre particulares o que involucren derechos de contenido económico escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican interpretación normativa y debate probatorio, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción ordinaria civil.
Para la Sala, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia y de conformidad con el precedente jurisprudencial transcrito, el debate que propone la actora no corresponde al ámbito de competencia del juez de tutela, pues implica un análisis sobre las condiciones de las obligaciones adquiridas por la actora con el Banco GNB Sudameris y sobre el correspondiente estado de cuenta, lo que justifica una actividad probatoria compleja para establecer si como lo alega aquella señora, ya satisfizo la acreencia. (…)
Así las cosas, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se modificará para declarar improcedente el amparo al incumplir el requisito general de la subsidiariedad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, febrero veinticinco (25) de dos mil veinte (2020)


Acta No. 064 del 25 de febrero de 2020

Expediente No. 66001-31-03-004-2019-00583-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 10 de diciembre, en la acción de tutela que instauró la señora Doris Ruth Marín de Londoño contra Colpensiones, a la que se ordenó vincular a los Directores de Administración de Solicitudes y PQRS, de Nómina de Pensionados, de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicio, el Agente del Servicio y el Defensor del Consumidor Financiero de esa misma entidad y al representante legal del Banco GNB Sudameris.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el mes de enero de 2013 se constituyó deudora del Banco Sudameris, mediante un crédito, descontable de su pensión, por la suma de $3.903.617; obligación que fue renovada el 1º de octubre de 2013 por $9.500.000, la que pagó, así como las demás de los años 2016, 2017 y 2018.

1.2 Se cuestiona ¿si todas esas obligaciones se encuentran canceladas desde el 28 de septiembre de 2018, cuál es la razón por la cual se continúan realizando descuentos a su mesada pensional?
1.3 El crédito se encuentra vigente con un saldo que no coincide con la segunda libranza legalmente establecida en el año 2016 “¿Por qué entonces aparezco con tres (3) libranzas que no he celebrado?; (sic) (la del año 2017 y dos libranzas del año 2018) que no he realizado y que me generan en la actualidad una obligación de $14.233.242… cifra la cual no corresponde a los dos (2) créditos celebrados; como lo manifesté: el del año 2013 y el año 2016. Esta situación dio lugar a declararme insolvente, conforme la ley de insolvencia, a través de contador público. Y que la accionada… no me acepto (sic), cuando es Colpensiones, la que debe tener celo y protección de mi pensión”.

1.4 No está de acuerdo con la respuesta que frente a su solicitud suministró Colpensiones, toda vez que considera estar a paz y salvo y que, además, se puede presentar un saldo a su favor. 
1.5 Se le causa un perjuicio irremediable ya que su pensión de invalidez es el único ingreso que percibe.

2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y legítima defensa. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones abstenerse de continuar con el descuento de su mesada pensional, frente a la obligación que aparece cancelada.
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del 27 de noviembre de 2019 se admitió la demanda; se  ordenó vincular al representante legal del Banco GNB Sudameris y a los Directores de Administración de Solicitudes y PQRS, de Nómina de Pensionados, de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicio, el Agente del Servicio y la Defensora del Consumidor Financiero de Colpensiones.

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Defensora del Consumidor Financiero de Colpensiones manifestó que el 1º de noviembre de 2019 conoció de la queja formulada por la accionante. Esta se admitió, se corrió traslado a Colpensiones, entidad que la respondió el 15 del citado mes, y el 27 siguiente se procedió a enviar respuesta a la peticionaria. Es decir, que atendió la queja elevada por la actora de manera oportuna y de conformidad con las funciones que le atribuye la ley, lo que configura una carencia actual de objeto por hecho superado respecto del derecho de petición. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.2 Quien dijo ser apoderada general del Banco GNB Sudameris se pronunció, pero dejó de aportar el poder que le fuera conferido para intervenir en representación de la entidad citada, y por ende, sus argumentos no serán apreciados.

2.3 Los demás vinculados guardaron silencio.

3. Se definió la primera instancia mediante fallo del 10 de diciembre pasado en la que se decidió negar el amparo.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, estimó la juez de conocimiento que en este caso la pretensión de la demanda se dirige a obtener la salvaguarda de derechos de índole legal, los cuales deben ser invocados ante la jurisdicción ordinaria, en la que seguramente, a través de un debate probatorio,  la demandante podrá demostrar las consecuencias generadas por no percibir su mesada pensional completa. 
4. Inconforme con el fallo la accionante lo impugnó. Adujo, luego de citar los artículos 2º y 29 de la Constitución Política, que pide el amparo al derecho al debido proceso, que se desconoce cuando “el gobierno daña a una persona sin seguir exactamente en el curso de la ley”; por ello, solicitó se protegiera su legítima defensa y el debido proceso, para recobrar su bienestar y los derechos económicos, violados por Colpensiones y el Banco GNB Sudameris en razón a las irregularidades ya expuestas. Es una adulta mayor y pensionada por invalidez, motivo por el cual no es justo que por habérsele otorgado un crédito de libranza, el cual fue debidamente pagado, se le puedan hacer descuentos de por vida. Esas prácticas irregulares ejercidas frente a personas de edad avanzada, con complicidad de funcionarios de algunas entidades bancarias, han sido denunciadas por medios de comunicación. El juez de tutela cuenta con los mecanismos para revisar los pagos realizados por libranzas, ordenar la suspensión de los mismos y determinar si el Banco GNB Sudameris procedió de manera anómala o por error al “haberme hecho firmar hojas en blanco o formularios”. Finalmente señaló que “no importa lo que se demore, ya que como lo he manifestado, esto afecta mi salud, la tranquilidad, la canasta familiar, mi vida emocional, para dar cumplimiento al pago de arrendamiento, alimentación, transporte y demás obligaciones”.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar se suspendan los cobros que se hacen a la mesada pensional de la accionante, con fundamento en un crédito que adquirió del Banco GNB Sudameris, a pesar de que, como lo dice, ya pagó. Solo de serlo, se establecerá si las entidades demandadas incurrieron en lesión al continuar cobrando esa obligación. 

3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen de relaciones contractuales entre particulares o que involucren derechos de contenido económico escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican interpretación normativa y debate probatorio, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción ordinaria civil. Así por ejemplo, ha dicho: 

“En ese sentido, el legislador estableció en la normatividad los distintos mecanismos ordinarios de defensa judicial, que las personas pueden utilizar, para (i) solicitar la protección de los derechos de carácter económico y, (ii) para solucionar controversias de esa misma naturaleza. Por ello, la competencia exclusiva para resolver conflictos en los que estén comprometidos derechos de connotación económica, fue asignada a las jurisdicciones civil, laboral o de lo contencioso administrativo según el caso, siendo entonces dichas autoridades judiciales las llamadas a garantizar el ejercicio de tales derechos”

4. En el caso bajo estudio, como ya se indicara, la accionante encuentra lesionados sus derechos fundamentales en la decisión de las entidades involucradas de no suspender los respectivos descuentos a su mesada pensional, a pesar de que la obligación contraída por la modalidad de libranza fue cancelada desde el año 2018.
Para la Sala, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia y de conformidad con el precedente jurisprudencial transcrito, el debate que propone la actora no corresponde al ámbito de competencia del juez de tutela, pues implica un análisis sobre las condiciones de las obligaciones adquiridas por la actora con el Banco GNB Sudameris y sobre el correspondiente estado de cuenta, lo que justifica una actividad probatoria compleja para establecer si como lo alega aquella señora, ya satisfizo la acreencia.

Puede además agregarse que al sustentar la impugnación que ahora es decir planteó una serie de hechos nuevos, de los que no tuvieron oportunidad de pronunciarse las entidades demandadas, concretamente en cuanto adujo que los supuestos cobros excesivos provienen de irregularidades cometidas por la entidad bancaria, al hacerle firmar documentos en blanco.

En estas condiciones el conflicto planteado, por ser de naturaleza legal y contractual, debe ser dirimido por la justicia civil ordinaria, instancia en la que luego de agotado el debate probatorio pertinente se resolverá lo que pretende la actora sea decidido por este medio excepcional de protección constitucional.


5. Así las cosas, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se modificará para declarar improcedente el amparo al incumplir el requisito general de la subsidiariedad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 10 de diciembre de 2019, dentro de la acción de tutela que promovió la señora Doris Ruth Marín de Londoño contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Administración de Solicitudes y PQRS, de Nómina de Pensionados, de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicio, el Agente del Servicio y el Defensor del Consumidor Financiero de Colpensiones y el representante legal del Banco GNB Sudameris, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo invocado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY HERRERA GRISALES

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-379 de 2015 M.P. Alberto Rojas Ríos
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